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PRIMERA SALA UNITARIA. 

 EXP: 640/2019/1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTORA: *********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECCIÓN DE PROTECCIÓN CIVIL DEL AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ.

MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. ERICK BEN HUR HERNÁNDEZ GONZÁLEZ.
San Luis Potosí, S.L.P., a veinticinco de enero de dos mil veintiuno.  


V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 640/2019/1, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el tres de julio de dos mil diecinueve, compareció el C. *********, en su carácter de apoderado general de la persona moral denominada *********, para demandar la nulidad del “*********” y su aplicación, emitido por la Dirección de Protección Civil Municipal de San Luis Potosí, el *********, únicamente por lo que hace a lo dispuesto en el punto número 12 que a la letra dispone: “12.- El presente dictamen aprobatorio de medidas de seguridad queda sujeto a la revisión y registro de las Unidades que transportan Material peligroso en un plazo de 30 días, de acuerdo a los artículos 27, 28, 54, 235, 236, 237, 238, 239, 240, 300 y demás relativos al Reglamento de Protección Civil Municipal de San Luis Potosí”.
II.- Por acuerdo de catorce de agosto de dos mil diecinueve, se admitió a trámite la demanda, y una vez substanciado el procedimiento en cada una de sus etapas, se fijaron las nueve horas con treinta minutos del día cinco de octubre de dos mil veinte, para que tuviera verificativo la Audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

III.- En la fecha y hora anotadas, dio inicio la Audiencia de Ley en este juicio, sin la presencia de la parte actora ni sus autorizados y sin la asistencia de delegado alguno de las autoridades demandadas; en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las pruebas dada su propia y especial naturaleza, que fueron ofrecidas en tiempo y forma por las partes, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que las partes no formularon alegatos, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa. Finalmente, se citó para resolver.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracciones I y XI, 9°, fracción III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales del Estado, donde se ejerce jurisdicción, mediante la emisión de un “DICTAMEN APROBATORIO DE MEDIDAS DE SEGURIDAD Y PROTECCIÓN CIVIL”, respecto del cual la actora sostiene la ilegalidad de su contenido.
SEGUNDO.- La existencia del acto impugnado queda plenamente demostrado con el documento que corre agregado a folios 019 al 021 de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 91 del citado Código, se trata de un documento público.

TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes en este juicio.

Suscribe la demanda el C. *********, en representación legal de la persona moral denominada *********, hoy actora.

Asimismo, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que el acto impugnado se encuentra directamente dirigido a la persona moral denominada *********, a quien se le expide el “*********”, donde se le establece la obligación y responsabilidad de cumplir diversas disposiciones durante su operación y respecto de las que se inconforma, cuyo representante legal acredita su personalidad con la copia certificada del instrumento notarial número cuarenta mil setecientos veintiocho, volumen cuatrocientos sesenta y ocho, del protocolo a cargo del Licenciado *********, Notario Público número 94 con ejercicio en León, Guanajuato, misma que es visible a folios 011 al 018 de este expediente; es inconcuso que cuenta con interés jurídico y por ende, con legitimación para demandar en el presente juicio.
De igual forma, la personalidad y legitimación de la parte demandada, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, al comparecer a juicio el C. *********, en su calidad de*********Director de Protección Civil del Ayuntamiento de San Luis Potosí, autoridad demandada en el presente juicio, acreditando el carácter con que compareció, conforme a lo establecido en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, mediante la copia certificada del nombramiento que le fue expedido, mismo que obra a folio 061 del expediente en que se actúa.
Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

CUARTO.-  Esta Primera Sala Unitaria con fundamento en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se avoca al estudio de la procedencia del juicio contencioso administrativo en que se actúa, toda vez que al ser ésta una cuestión de orden público, debe analizarse aún de oficio y en cualquier momento de la contienda, pues su análisis es preferente al del fondo del asunto.

Es criterio de esta Primera Sala Unitaria, que en el presente juicio se actualizan las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 228, fracción IX y 229, fracciones II y VI del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que disponen lo siguiente:

“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos: 

…

IX. Contra actos cuyos efectos legales o materiales hayan cesado o que no puedan surtirse efectos por haber dejado de existir el objeto o materia del mismo;

(…)”
“ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

…

II. Cuando durante la tramitación del procedimiento sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior;

…

VI. Si el juicio queda sin materia;

(…)”
De los preceptos transcritos, se desprende que el juicio contencioso administrativo es improcedente, entre otros supuestos, contra actos cuyos efectos legales o materiales hayan cesado o que no puedan surtirse efectos por haber dejado de existir el objeto o materia del mismo.

Además se desprende que es procedente sobreseer el juicio contencioso administrativo, cuando durante el juicio sobreviniere alguna de las causas de improcedencia; asimismo cuando quede sin materia.

La pretensión de la actora en el presente juicio, consiste en que se declare la nulidad lisa y llana del “*********”, emitido por la Dirección de Protección Civil Municipal de San Luis Potosí, el *********, únicamente por cuanto hace a lo dispuesto en el punto número 12, que a la letra dispone: “12.- El presente dictamen aprobatorio de medidas de seguridad queda sujeto a la revisión y registro de las Unidades que transportan Material peligroso en un plazo de 30 días, de acuerdo a los artículos 27, 28, 54, 235, 236, 237, 238, 239, 240, 300 y demás relativos al Reglamento de Protección Civil Municipal de San Luis Potosí”, así como “sus consecuencias legales y fácticas, como lo son la pérdida de la vigencia del dictamen en cuestión, así como la actualización de las multas correspondientes”; para el efecto de que se emita un nuevo acto en el que la autoridad demandada prescinda de tales consideraciones, requerimientos y apercibimientos que ahí se desprenden.
En ese sentido, en el propio acto impugnado se consigna en el punto número 13, lo siguiente: “la VIGENCIA de este documento es hasta el *********”, de cuyo contenido se colige que la “LIBERACIÓN y cumplimiento de las recomendaciones indicadas en materia de seguridad y protección civil” en el referido dictamen, como la contenida en el numeral 12 en cuestión, tiene como vigencia hasta el 07 de mayo de 2020.

Lo anterior se robustece, con lo consignado en el último párrafo del acto a debate del tenor siguiente:
“El incumplimiento de cualquiera de los términos y condiciones en el presente dictamen, dejará sin efecto la presente Liberación, así como la ocurrencia de eventos que den origen a un procedimiento administrativo contra ********* y cuyo resultado no sea favorable, será causa de inicio de Procedimiento de Revocación del presente Dictamen Aprobatorio de Medidas de Seguridad.”
De la trascripción anterior, se desprende que, en efecto, tal “Liberación” del Dictamen Aprobatorio de Medidas de Seguridad y Protección Civil que nos ocupa, se encontraba sujeta a la vigencia antes mencionada, pues en caso de no haberse seguido el cumplimiento de las recomendaciones precisadas en el dictamen por parte de la hoy actora dentro de la vigencia establecida, la consecuencia hubiera sido que se dejará sin efecto dicha “Liberación” o sería la causa de un procedimiento de revocación del dictamen aprobatorio en cuestión.
Razón por la cual, es inconcuso que el multicitado dictamen únicamente sometía a la hoy actora a su cumplimiento durante la vigencia que para tal efecto se dispuso en el mismo, es decir, hasta el *********.
En consecuencia, si el Dictamen Aprobatorio de Medidas de Seguridad y Protección Civil de mérito, tenía su vigencia desde su emisión, es decir, desde el 09 de mayo de 2019 hasta el *********, y ésta concluyó durante la tramitación del juicio que nos ocupa, resulta inconcuso que, dada su propia naturaleza, no puede realizarse pronunciamiento de legalidad con posterioridad al término de su vigencia, ni puede producir efectos posteriores; además, aun cuando se estudiara la ilegalidad de su aplicación en la esfera jurídica de la impetrante durante su vigencia, la sentencia no podría surtir plenos efectos conforme al artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado del tenor siguiente:
“ARTÍCULO 252. De ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca. (…)”
Lo anterior, ya que, en su caso, la violación de legalidad no podría ser remediada ante la imposibilidad material de retrotraer el tiempo, para conceder el efecto restitutorio que pretende la impetrante, en el sentido de que se emita un nuevo acto en el que la autoridad demandada prescindiera de sujetarla a la revisión y registro de las “unidades que transportan material peligroso”, en un plazo de 30 días, con el propósito de no perder la vigencia del dictamen en cuestión, la cual, se reitera, fue hasta el *********. 
En ese orden de ideas, si en el presente juicio se reclama la aplicación de la condición número 12 del referido dictamen de liberación, consistente en: “El presente dictamen aprobatorio de medidas de seguridad queda sujeto a la revisión y registro de las Unidades que transportan Material peligroso en un plazo de 30 días, de acuerdo a los artículos 27, 28, 54, 235, 236, 237, 238, 239, 240, 300 y demás relativos al Reglamento de Protección Civil Municipal de San Luis Potosí”, circunscrita a un determinado lapso de tiempo, el cual ya perdió su legal vigencia y por tanto, la sujeción de la hoy demandante a dicha condición, se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 228, fracción IX del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que de concederse la nulidad solicitada, sería física y legalmente imposible ordenar a la autoridad demandada prescindiera de dicha condicionante, en un nuevo acto que por su propia naturaleza, ya no se encontraría vigente, pues únicamente sustituiría al anulado para prescindir de la manifestada “revisión” y “registro” de las “Unidades que transportan Material peligroso” el cual tenía como vigencia expresa hasta el 07 de mayo de 2020, por ende, debe decretarse el sobreseimiento en el juicio con fundamento en el artículo 229, fracciones II y VI del Código Procesal Administrativo para el Estado, pues durante la tramitación del procedimiento en el expediente en que se actúa, sobrevino la causal de improcedencia señalada al tratarse de un acto cuyos efectos legales cesaron y de ahí que también, se haya quedado sin materia el juicio.
No pasa inadvertido para esta Juzgadora, que en el acto a debate se consigna lo siguiente: 
“…se le comunica que ha quedado inscrito en el padrón de establecimientos comerciales, industriales y de servicios, correspondiente a este año *********. 

Este registro considera a su establecimiento con el giro: *********, a nombre del propietario *********, con la obligación y responsabilidad de cumplir las siguientes disposiciones de forma permanente durante la operación del establecimiento:

(SE TRANSCRIBEN)”
De la transcripción que antecede, si bien se dispone a cargo de la hoy actora la obligación y responsabilidad de cumplir las condiciones que ahí se precisan de forma permanente durante la operación del establecimiento, ello se entiende que quedaban circunscritas a la propia vigencia establecida en dicho Dictamen Aprobatorio de Medidas de Seguridad y Protección Civil en cuestión, al consignarse en el numeral 13, se reitera, lo siguiente: “La VIGENCIA de este documento es hasta el 07 de mayo de 2020”, de ahí que ya no puede causar afectación alguna a la esfera jurídica de la impetrante; máxime no se advierte de autos la imposición de multas o cobro de pago de derecho alguno a cargo de la hoy impetrante durante la vigencia de dicho dictamen aprobatorio, pues al concederse la suspensión en el juicio en que se actúa, se determinó lo siguiente: “…para el efecto de que las cosas se mantengan en el estado que guardan hasta en tanto se resuelva en definitiva el presente juicio y para que la autoridad demandada se abstenga de requerir a la parte actora por la revisión y registro de la flotilla vehicular de “*********””; por lo cual, no se advierte perjuicio alguno para la parte actora con la presente resolución de sobreseimiento, además de que quedó satisfecha su pretensión en el sentido de que no se perdiera la vigencia concedida expresamente en el dictamen en cuestión.
En conclusión, se decreta el SOBRESEIMIENTO del presente juicio contencioso administrativo de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos que han quedado expuestos en esta resolución.

En virtud de que esta Primera Sala Unitaria ha decretado la procedencia de las causales analizadas en los párrafos que anteceden, resulta innecesario el estudio de los argumentos planteados por la parte actora, en razón de que el hacerlo, no  cambiaría  el  sentido  de  esta decisión. 

Queda sustentado lo anterior, por analogía al caso concreto que se deduce, en el criterio que dice:  

"CAUSALES DE IMPROCEDENCIA. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO ASÍ COMO LOS DEMAS AGRAVIOS. Al estimarse que en el juicio de garantías se surte una causal de improcedencia y que debe sobreseerse en el mismo con apoyo en los artículos relativos de la ley de Amparo, resulta innecesario el estudio de las demás que se aleguen en el caso y de los restantes agravios, porque no cambiaría el sentido de la resolución.”
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO.

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 228, fracción IX, 229, fracciones II y VI, 248 y 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO en el presente juicio, por las razones contenidas en el Considerando Cuarto de esta resolución.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a la Autoridad Demandada, con copia autorizada de esta resolución.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
